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CHILE

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 30/04
PETICIÓN 4617/02
MERCEDES JULIA HUENTEAO BEROIZA Y OTRAS 
(Chile)
I. RESUMEN DEL CASO 

	Víctima (s): Mercedes Julia Huenteao Beroiza y otras
Peticionario (s): Alex Quevedo, Eduardo Cáceres Quintreman, Marcos A. Orellana, Roberto Celedón Fernández

Estado: Chile
Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 30/04, publicado el 11 de marzo de 2004
Relatoría vinculada: Pueblos Indígenas
Temas: Pueblos indígenas/ Tierra/ Recursos naturales/ Propiedad colectiva sobre las tierras, territorios y recursos naturales de los pueblos indígenas o tribales/ Garantías judiciales/ Libertad de conciencia y  de religión/ Igualdad ante la ley/ Protección de la honra y de la dignidad/ Protección judicial
Hechos: El 10 de diciembre de 2002, los peticionarios, quienes son miembros del pueblo Mapuche Pehuenche del sector Alto del Bío Bío, VIII Región de Chile, presentaron una petición en la cual se alega la responsabilidad del Estado chileno por el desarrollo del Proyecto Central Hidroeléctrica Ralco. Proyecto llevado adelante por la Empresa Nacional de Electricidad S.A. (ENDESA), en la zona en la que vivían.
Derechos alegados: La parte peticionaria alegó que la República de Chile era responsable por la violación de los derechos consagrados en los artículos 4 (derecho a la vida), 5 (derecho a la integridad personal); 8 (garantías judiciales); 12 (libertad de conciencia y  de religión); 17 (protección a la familia), 21 (derecho de circulación y de residencia) y 25 (protección judicial) consagrados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos.  


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes el 2 de diciembre de 2014, 15 de septiembre de 2015, 27 de septiembre de 2016, 21 de agosto de 2017 y 24 de julio de 2018. 
2. El Estado proporcionó información el  5 de enero de 2011, 21 de diciembre de 2011 y 16 de enero de 2014.
3. Los peticionarios proporcionaron información el 15 de diciembre de 2008, 26 de diciembre de 2013 y 27 de junio de 2018.
III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA 

	Cláusulas del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	1. Efectuar medidas de perfeccionamiento de la institucionalidad jurídica protectora de los derechos de los Pueblos Indígenas y sus comunidades. Entre ellas:

	a) Reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas existentes en Chile;

Para estos efectos, el Gobierno arbitrará las siguientes medidas:

1. Proceso de diálogo con las organizaciones y comunidades indígenas,  consistentes en seminarios y/o congresos regionales, respecto del contenido del reconocimiento constitucional.

2. Proceso de diálogo con todos los partidos políticos, de gobierno  y oposición así como con las bancadas parlamentarias, antes y durante la discusión legislativa del proyecto de reforma.

Promover la toma de conciencia nacional sobre la importancia del reconocimiento constitucional de los derechos de los pueblos Indígenas.
	Total 2018
	En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el Estado informó el 5 de enero de 2011 y 21 de diciembre de 2011, que el texto de reforma que se estaba discutiendo ante la Comisión de Constitución, Legislación y Reglamento del Senado. Además expresó que el Gobierno de Chile mantiene su compromiso de insistir en una reforma constitucional ante el Congreso Nacional, para lo cual el 8 de marzo de 2011 anunció la realización de la “Consulta sobre la Institucionalidad Indígena”, en siete etapas y sobre tres ejes temáticos: i) la definición del procedimiento de consulta y participación, incluido el reglamento de participación del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA); ii) el proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas; y iii) la creación de una Agencia de Desarrollo Indígena y la creación de un Consejo de Pueblos Indígenas. Asimismo, informó que entre marzo y agosto de 2011 se realizaron las dos primeras etapas en forma exitosa, esto es, la de difusión e información. El Estado destacó que la segunda se concretó con el desarrollo de 124 talleres a nivel nacional en los que participaron un total de 5.582 dirigentes indígenas. Según la información suministrada por el Estado, de septiembre a noviembre de 2011 se detuvo el proceso de consulta y se constituyó una comisión ad hoc con el fin de proponer un mecanismo e itinerario para realizar sobre el primer eje temático. Las conclusiones preliminares de dicha Comisión fueron presentadas a la CONADI el 23 de noviembre de 2011.

En el mismo informe, el Estado destacó que el 15 de enero de 2012 se procedió a realizar la elección de los Consejeros Indígenas de la CONADI, los cuales asumieron sus cargos el 9 de mayo de 2012, dando inicio inmediato al trabajo con la Comisión de Consulta del Consejo de CONADI para avanzar en el proceso de consulta "de la normativa que regularía la Consulta Indígena establecida en el Convenio N° 169. Indica, que en consecuencia, el 08 de agosto de 2012 el Ministro de Desarrollo Social, en la sede de la (OIT), hizo entrega oficial a representantes de los pueblos indígenas y diversas organizaciones de la propuesta de “Nueva Normativa de Consulta Indígena”, con el objetivo que esta pudiese ser estudiada y discutida por los pueblos indígenas del país de manera autónoma y luego así comenzar un proceso de diálogo en búsqueda de una normativa definitiva que sea consensuada con el Gobierno. El Estado informó que desde el 8 de agosto de 2012 las diversas organizaciones de los Pueblos Indígenas comenzaron a discutir la Nueva Propuesta Normativa de Consulta Indígena, mediante reuniones auto-convocadas y autónomas que han sido apoyadas y financiadas por el Gobierno. Precisa que entre agosto y noviembre de 2012, se efectuaron más de 74 talleres informativos y reuniones, además de que los Pueblos Indígenas de todo el país se reunieron en un Gran Encuentro Nacional de Pueblos Indígenas, que se realizó en Santiago de Chile del 30 de noviembre de 2011, con la participación de más de 250 representantes de los pueblos indígenas.

En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 26 de diciembre de 2013, los peticionarios informaron que consideran que el Estado no ha cumplido con los puntos 1 (a), 2 (b) y (c), 3 en su totalidad, y 5 del acuerdo.

En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 16 de enero de 2014, el Estado informó que durante el 2013 se había creado una “Mesa de Consenso” entre representantes indígenas que elaboraron contrapropuestas o expresaron su interés de participar en el proceso. Esa dinámica, en la que habían participado representantes del Alto Comisionado para los Derechos Humanos de Naciones Unidas y del Instituto Nacional de Derechos humanos, se habría desarrollado en 9 sesiones, revisando las propuestas recibidas y plasmando una normativa final. Con posterioridad, el 22 de noviembre de 2013, el Presidente de la República aprobó el Decreto Supremo No. 66 regulador del proceso de consulta indígena que se encontraba en proceso de revisión y aprobación por parte de la Contraloría General de la Republica. 

La Comisión aprovecha la oportunidad para valorar los esfuerzos desplegados por el Estado y declarar el cumplimiento total de este extremo del acuerdo.

	b) Ratificar el Convenio Nº 169 de la OIT;

Para estos efectos, el Gobierno realizará las siguientes medidas:

1. Diálogo con los partidos políticos y bancadas parlamentarias.

2. Diálogo con autoridades de la OIT, vía seminario u otra, que permita precisar los contenidos y alcances de este instrumento internacional.

Seminarios nacionales y regionales, que aborden los contenidos del Convenio Nº 169 de la OIT así como su aplicación en países que han ratificado el mismo.
	Total


	2. Adoptar medidas para fortalecer la identidad territorial y cultural mapuche pehuenche y mecanismos de participación para su propio desarrollo. Entre ellas:

	a) Crear una comuna en el sector del Alto Bío Bío;
	Total


	b) Acordar los mecanismos que permitan solucionar los problemas de tierras que afectan a las comunidades Indígenas del sector del Alto Bío Bío;

1. Se dispondrá la contratación de un equipo jurídico externo, cuya labor consistirá en impulsar las acciones que correspondan, a objeto de solucionar los conflictos jurídicos existentes en las tierras pehuenches.

2. Se mantendrán los procedimientos de recuperación de tierras Indígenas, a través de los mecanismos establecidos por la ley Indígena.
	Parcial
	En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que en el 2011, Estado informó que se habían comprado tierras a casi la totalidad de las comunidades Pehuenche pertenecientes a la Comuna del Alto Bío Bío y que en el trienio 2008-2010 se adquirió para la comunidad indígena Butalenbún un predio de 180 hectáreas y para la comunidad Newen Mapu de Malla Malla se adquirió un predio de 353,7 hectáreas. Agregó que en el futuro, cada entrega irá acompañada de un convenio de apoyo productivo y asistencia técnica. En su comunicación de enero de 2012 indicó que durante 2011 la CONADI licitó el estudio de pre inversión para la adquisición de tierras en el sector cajón de Queuco, comuna Alto Bío Bío.

Con posterioridad, el Estado informó respecto a este punto que se había efectuado la compra del denominado Fundo Trapa, con una extensión de 8.000 hectáreas a las comunidades Pewenche de Butalelbún y Kiñe Leche Coyan, ubicadas en el Cajón del Queuco, Alto Bío Bío; y que dicha compra representó una inversión de $1.556.772.000 de pesos chilenos. Asimismo, en comunicación del 16 de enero de 2014, el Estado informó que CONADI adjudicó subsidio a 33 familias del Alto Bío Bío por un monto total de $660.000.000 pesos. 
En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 16 de enero 2014, el Estado indicó que se firmó un Convenio de Colaboración entre la Corporación Nacional e Desarrollo Indígena Regio del Bío Bío y la Secretaria Regional Ministerial para la ejecución del Proyecto “Replanteo Fundo Provenir”, respaldado por la Resolución No. 1505 de 6 de noviembre de 2013. Según el Estado, este proyecto contempla el replanteo de 24 lotes, provenientes del lote B, dada la subdivisión del Fundo Porvenir de la comuna Quilaco. Según el Estado en diciembre de 2013 se llevaron a cabo actividades en terreno para determinar los deslindes.

El 27 de junio de 2018, las peticionarias manifestaron que efectivamente avances, pero destacaron que se realizó una marcha convocada por la comunidad Malla Malla, quienes exigieron el retiro de las empresas forestales de la zona de Alto Bio Bio, marcando como frontera el límite con la comuna Santa Bárbara. Adicionalmente, agregaron que existen reivindicaciones de territorios por familias Mapuche – Pehuenche, Chichintawe y Los Chenques, que se encuentran pendiente de solución por parte del Estado.  
Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por la parte peticionaria, la Comisión considera que el cumplimiento de esta medida continua siendo parcial.

	c) Fortalecer la participación indígena en el Área de Desarrollo Indígena (ADI) del Alto Bío Bío;

1. Se creará un Directorio para el Área de Desarrollo Indígena.
2. Este Directorio será el interlocutor del Gobierno.
3. Mideplan apoyará la instalación de una Institucionalidad Indígena Participativa.
4. Mideplan ejecutará la "Capacitación de Comunidades y Dirigentes Indígenas".
	Total 2018
	En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el Estado indicó que en junio de 2009 se realizó el lanzamiento de la mesa técnica de seguimiento de inversión pública en el Área de Desarrollo Indígena del Alto Bío Bío, y en nota del 12 de enero de 2012, el Estado hizo mención al proceso de consulta que está llevando a cabo sobre institucionalidad indígena y las actividades realizadas por la CONADI para asegurar la participación de las familias del sector en dicha consulta.  Los peticionarios informaron el 26 de diciembre de 2013, que no se había constituido aun el directorio del Área de Desarrollo indígena, por lo cual no consideraban que se hubiera cumplido con este punto.    

En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 16 de enero de 2014, el Estado informó, que  se habían reactivado las actividades del Área de Desarrollo Indígena de Alto Bío Bío, a través de 4 reuniones, en las que participaron autoridades regionales y nacionales, en fechas 22 de mayo, 11 de junio, 8 de julio y 4 de octubre de 2013; y que se estaban conformando legalmente el directorio de la entidad en conjunto con la municipalidad.

La Comisión aprovecha la oportunidad para valorar los esfuerzos desplegados por el Estado y declarar el cumplimiento total de este extremo del acuerdo.

	d) Acordar los mecanismos que aseguren la participación de las comunidades Indígenas en la administración de la Reserva Forestal Ralco.

1. El Estado suscribirá un Convenio entre CONAF VIII y las familias ocupantes ancestrales.

2. El Convenio considerará, reconocimiento de derechos, determinación de responsabilidades y un plan de desarrollo e inversión, de la comunidad  pehuenche.
	Total

.

	3. Disponer medidas tendientes al desarrollo y preservación ambiental del sector del Alto Bío Bío. Entre ellas:

	a) Acordar mecanismos para asegurar que las comunidades indígenas sean informadas, escuchadas y consideradas en el seguimiento y control de las obligaciones ambientales del proyecto Central Hidroeléctrica Ralco;

1. Se arbitrarán medidas para que los resultados de las auditorias sean informados a través de diferentes medios.
2. Se dará la participación de un vecino representante de las partes y de la comunidad mapuche pehuenche durante las visitas de los equipos de autores.
3. Se incluirán consultas a vecinos y comuneros durante las visitas de CONAMA, a fin de recoger sus apreciaciones.
	Parcial
	En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el Estado indicó que se habían tomado las medidas necesarias para que los resultados de las auditorías fueran enviados, entre otros, a la Municipalidad de Santa Bárbara y Alto Bío Bío para consulta pública y, publicados en la página web de la CONAMA, sin que se hubiera recibido observación alguna de dichas municipalidades. Además señala que la Dirección Ejecutiva de CONAMA y los servicios públicos han dado seguimiento y han fiscalizado el proyecto, según lo establecido en la resolución de calificación ambiental.  En relación con los impactos del embalse Ralco en el sector del Alto Bío Bío, el Estado informa que realizará una auditoría independiente cuando se cumplan tres años de haberse puesto en marcha la Central Hidroeléctrica, que tendrá como objetivo proponer las medidas necesarias para corregir eventuales efectos imprevistos, en especial, en el desarrollo turístico de las riberas del embalse. 
En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que en enero de 2012, el Estado comunicó que el “Informe de Auditoría Ambiental independiente del Proyecto Central Hidroeléctrica Ralco” correspondiente al segundo semestre de 2011 fue enviado por el Servicio de Evaluación Ambiental a la empresa Edensa Chile, la que presentó sus observaciones el 14 de diciembre de 2011.

En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 16 de enero de 2014 que el informe final de la auditoria fue enviado a la municipalidad de Alto Bío Bío mediante documento No. 120278 del 2 de febrero de 2012. Asimismo, el Estado informó que el Servicio de Evaluación Ambiental ha realizado dos reuniones convocadas por la Unidad Coordinadora de Asuntos Indígenas del Ministerio de Desarrollo Social, en la cual se expuso a representantes de las familias afectadas los avances en el seguimiento de las medidas por la inundación del sitio 53 Panteón Quepuca, establecidas en resolución sancionatoria No. 133-06 de CONAMA. Adicionalmente, el Estado señaló que dichos informes fueron enviados a la Dirección Nacional de CONADI para su consideración y pronunciamiento. Finalmente, el Estado indicó, respecto a este punto, que el 5 de marzo de 2013,  a petición las comunidades afectadas por la inundación del Cementerio Quepuca Ralco, la UCAI-MDS se reunió con los representantes de las comunidades afectadas para trabajar en un petitorio de medidas compensatorias

El 27 de junio de 2018, los peticionarios informaron la inexistencia de un programa que les permita conocer cómo y qué se fiscaliza respecto del cumplimiento ambiental del proyecto Central Ralco, indicaron que se han registrado numerosos incumplimientos de las obligaciones ambientales por parte de la Central Hidroeléctrica de Ralco, sin que el Gobierno tome acciones para impedir y fiscalizar la situación. Solicitaron que se realice un informe actualizado de los órganos ambientales del Estado sobre el cumplimiento de parte de ENEL (ENDESA). Agregaron que la operación del embalse Ralco no ha cumplido con su obligación de atenuar las crecidas generadas por el rio Bio Bio, lo que incumple la obligación del Gobierno y de ENDESA de no hacer fluctuar el lago en época de verano.  

Adicionalmente, indicaron que las familias no han sido tomadas en cuenta en 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por la parte peticionaria, la Comisión considera que el cumplimiento de esta medida continua siendo parcial.

	b) Fortalecer el desarrollo económico del sector del Alto Bío Bío y, en particular, de sus comunidades indígenas, mediante mecanismos que sean aceptables para la parte denunciante;

1. Se generará un programa de desarrollo productivo integral.
2. Junto con ENDESA se verificarán las compensaciones pecuniarias ofrecidas para el desarrollo de las comunidades afectadas por el Proyecto de Ralco.
	Total 2018
	En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el Estado informó que la CONADI elaboró el “Plan de desarrollo productivo para familias relocalizadas en el fundo El Porvenir, comuna de Quilaco, provincia de Bío Bío”, en conjunto con las familias relocalizadas y el Instituto Nacional de Desarrollo Agropecuario (INDAP) está elaborando un plan de trabajo para las comunidades del sector del Alto Bío Bío. Según la información suministrada por el Estado, durante el 2011 se celebraron dos reuniones con los peticionarios para revisar los compromisos del acuerdo de solución amistoso; una en la ciudad de Los Ángeles el 10 de mayo y la otra en Santiago el 15. Asimismo, mediante carta No. 477 del 9 de septiembre de 2011, el Director Nacional de CONADI comunicó a los peticionarios la decisión del Ministro de Planificación de asignarle la responsabilidad de dar cumplimiento y seguimiento de los compromisos del acuerdo de solución amistosa. 
Con posterioridad el Estado informó que se ha incorporado a la comuna de Alto Bío Bío en la planificación del Programa de Infraestructura Rural para el Desarrollo Territorial (PIRDT) del Gobierno regional del Bío Bío. Indicó que dicho programa permite fortalecer el concepto de planificación territorial, potenciar el fomento productivo y desarrollar nuevas metodologías de planificación. Además señaló que dicha planificación contempla un proceso participativo, que será realizado por el Gobierno Regional del Bío Bío y que paralelamente, el Gobierno Regional del Bío Bío y CONADI, han aprobado una suma de $458.000.000 de pesos para la ejecución de Proyectos de Emprendimiento Extra-Agropecuario de Comunidades Pewenche de la Provincia de Bío Bío. Concretamente, el Estado precisó que estos proyectos están destinados al reforzamiento y diversificación de la economía de las familias Pewenche, en rubros como el comercio, artesanía, actividad apícola, ecoturismo, entre otros y que mediante dicho programa se contempla apoyar en un periodo de ejecución de 18 meses, en proyectos de emprendimiento a 300 familias Pewenche de la provincia, 200 de las cuales pertenecen a la comuna de Alto Bío Bío. 
El Estado indicó en su nota del 16 enero de 2014 que el 17 de octubre de 2013 se publicó la licitación Estudio Básico Código BIP 3012590 “Diagnostico Plan Marco de Desarrollo Territorial, Subterritorios Indígenas”, cuyo diagnóstico permitiría en el futuro determinar la cartera de proyectos que beneficia a la comuna de Bío Bío. El Estado informó que durante el 2013 el programa de Desarrollo Territorial Indígena invirtió un total de $347.000.000 en la zona, que se destinaron principalmente a  estructura predial, adquisición de maquinaria agrícola, tecnificación de riego y servicios veterinarios, así como se ha entregado asesoría técnica a pequeños productores indígenas de la comuna. 
La Comisión aprovecha la oportunidad para valorar los esfuerzos desplegados por el Estado y declarar el cumplimiento total de este extremo del acuerdo.

	c) Acordar mecanismos que faciliten y mejoren el aprovechamiento turístico de los embalses del Alto Bío Bío, en beneficio de las comunidades indígenas;
	Total 2018
	El Estado informó con anterioridad que se han financiado proyectos turísticos en las riberas del lago Ralco, que se han promocionado y financiado obras para fortalecer el turismo con fines especiales en la alta cordillera. El Estado informó que en 2011 se llevó a cabo una auditoría independiente sobre la Central Hidroeléctrica Ralco, cuyos resultados fueron entregados el 6 de octubre para ser analizados por la CONADI y la Unidad Coordinadora de Asuntos Indígenas de la Secretaria General de la Presidencia.   El Estado informó el 16 de enero de 2014 que el programa “Concurso Público para la Implementación de Iniciativas Turísticas año 2013” apoyó tres iniciativas que están aprovechando de manera turística los embalses del Alto Bío Bío en beneficio de comunidades indígenas.

La Comisión aprovecha la oportunidad para valorar los esfuerzos desplegados por el Estado y declarar el cumplimiento total de este extremo del acuerdo.

	d)  Acordar mecanismos vinculantes para todos los órganos del Estado que aseguren la no instalación de futuros megaproyectos, particularmente hidroeléctricos, en tierras indígenas del Alto Bío Bío.
	Pendiente
	En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que en el 2013 El Estado indicó que se está a lo establecido en la legislación nacional, por lo que su satisfacción debe encausarse dentro de los límites establecidos por la normativa vigente. El Estado reiteró en comunicación de enero de 2014 que considera que este punto se encuentra cumplido.

En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 15 de diciembre de 2008, los peticionarios enviaron una comunicación denunciando que el Estado había incumplido el compromiso 3(d) del acuerdo de solución amistosa al haber dado trámite al estudio de impacto ambiental de un megaproyecto hidroeléctrico en territorio Mapuche Pehuenche, conocido como Proyecto Angostura.  Según los peticionarios, este proyecto afectaría tierras indígenas del Alto Bío Bío en las que se encuentran por lo menos cuatro  lugares sagrados Mapuche Pehuenche y en las que viven actualmente algunas familias Mapuche Pehuenche. Los peticionarios señalaron que la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena (CONADI) emitió un informe el 31 de julio de 2008 (Oficio 578), en el que confirma la importancia patrimonial del sector para las comunidades Mapuche Pehuenche.  Los peticionarios indicaron con base en lo señalado anteriormente, que el Estado ha incumplido su compromiso de adoptar medidas de ordenamiento territorial para que las tierras indígenas en el Alto Bío Bío sean “calificadas como área de protección de recursos de valor natural o patrimonial cultural, y en consecuencia, sean declaradas zonas no edificables o de condiciones restringidas de edificación”.  Adicionalmente, los peticionarios enfatizaron en su última comunicación de 26 de diciembre de 2013, que persiste el incumplimiento de este punto, toda vez que el Estado aprobó un megaproyecto de central hidroeléctrica, en el sector del Alto Bío Bío, denominado Central Angostura. 

El 27 de junio de 2018, los peticionarios reiteraron la información proporcionada con anterioridad y destacaron la empresa Colbún S.A. construyó un megaproyecto denominado Central Hidroeléctrica Angostura en el rio Bío Bío, la cual produce 316 MW y genera un abastecimiento cerca del 3% del Sistema Interconectado Central, resaltaron que la empresa comenzó sus operaciones en 2014, luego de 48 meses de construcción. Finalmente, indicaron que la construcción de la Central ha provocado inundaciones en las tierras pertenecientes a las víctimas.  

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por la parte peticionaria, la Comisión considera que el cumplimiento de esta medida continua estando pendiente.

	4. Acordar, dentro de un plazo breve y urgente, medidas respecto de las causas judiciales que afectan a dirigentes indígenas que han sido procesados por acciones relacionadas con la construcción de la Central Hidroeléctrica Ralco.
	Total


	5. Medidas para satisfacer las demandas particulares de las familias mapuche pehuenche afectadas.
	Parcial
	En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que en el 2007, los peticionarios indican la firma de un memorando de entendimiento con el Gobierno y las familias pehuenche

El Estado informó que a fines de 2006 se entregaron los lotes a cada una de las personas, a través de sorteo. Cada persona recibió terrenos en la zona destinada a uso habitacional, agropecuario, desarrollo turístico y manejo forestal; aclaró que aún faltan tres lotes por entregar, por problemas de delimitación. Informó que las pensiones de gracia ya han sido entregadas y se entregaron becas de estudio en junio de 2009. El Estado actualizó la información anterior, indicando que en febrero de 2011 se realizó la transferencia a título gratuito de los inmuebles pendientes del lote A del fundo Porvenir a tres beneficiarios. Asimismo, informó sobre la ejecución de un proyecto para el mejoramiento de las vías de acceso a los predios del fundo Porvenir. 

En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el Estado indicó que en el año 2012 la Secretaría Regional del Ministerio de Bienes Nacionales del Bío Bío llevó a cabo un trabajo en el terreno destinado a generar las rectificaciones técnicas y un trabajo de gabinete destinado a resolver jurídicamente estos cambios y que tiene como premisa respetar las superficies de cada beneficiario y facilitar la identificación de los deslindes. Precisó que se estima que las rectificaciones técnicas y jurídicas que harán posible el traspaso de hijuelas del Lote B y C estarán concluidas en el primer semestre de 2013. Además señaló que dicho procedimiento requiere de la anuencia de las familias involucradas, a quienes se les informó del procedimiento y sus alcances en reunión en terreno de fecha 10 de diciembre de 2012.
En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 26 de diciembre de 2013, los peticionarios enfatizaron que persiste el incumplimiento de este punto, toda vez que si bien las tierras se entregaron, tienen graves problemas de disposición de agua, tanto en el Sector Santa Inés, como en La Suerte, hasta el punto que la señora Mercedes Huentao no había podido hacer uso del terreno, y que a pesar de los múltiples informes efectuados por funcionarios del gobierno continua esta situación. Se expresaron en relación a la falta de acceso al sector La Suerte, en donde no hay un camino adecuado que facilite la entrada de vehículos. Según los peticionarios, el Estado tampoco ha hecho entrega de las casas, y los 18 beneficiarios han sido informados que deben acudir al sistema de subsidio regular del Estado, lo que estaría por fuera de los términos inicialmente dialogados entre las partes. Los peticionarios indicaron además que se les estaría exigiendo una ficha de protección social, con la cual se identificaría el grado de vulnerabilidad de los postulantes, lo cual consideran que es también un requisito adicional que está siendo exigido por fuera de lo pactado inicialmente.

En cuanto a las pensiones, los peticionarios reportaron que el señor Fermín Beroiza habría dejado de recibir la pensión de ENDESA desde marzo de 2012. Finalmente, frente al tema de asistencia productiva, los peticionarios indicaron en esa comunicación, que si bien el Estado había garantizado la disponibilidad de 1500 unidades de fomento, la prestación había sido inadecuada, y solicitan la entrega directa de los recursos.
Información no proporcionada: las partes no han presentado información sobre las medidas adoptadas para cumplir con este extremo del acuerdo.

Dado que la Comisión no cuenta con suficientes elementos para valorar el cumplimiento de la medida, se estima que la misma sigue teniendo un nivel de cumplimiento parcial.

	6.-        Las Partes convienen que el Acuerdo es un todo único donde cada uno de sus puntos tienen un mismo valor. […]
	Cláusula declarativa

	7.-        Informes a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. […]
	Cláusula declarativa


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por la parte peticionaria en 2018 es relevante dado que es actualizada e incluye las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. La parte peticionaria presentó información dentro del plazo otorgado por la CIDH.  Para la fecha del cierre del presente informe, el Estado no ha presentado información adicional.
5. Adicionalmente, la Comisión observa que las partes presentaron nutrida información en el pasado que fue incluida en los Informes Anuales de la Comisión sin indicación especifica del nivel de cumplimiento individualizado de cada clausula por lo que aprovecha esta ocasión para cerrar algunos extremos del acuerdo con respecto a los cuales se ha observado su cumplimiento total. 
6. Por lo anterior, la CIDH considera que hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
7. La Comisión observa con preocupación que no han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en los últimos años. Al mismo tiempo observa que si bien una serie de compromisos han sido cumplidos, existen medidas que aún se encuentran pendientes o parcialmente cumplidas. 
8. Dada la información disponible en el registro histórico del caso, se observa un nivel de cumplimiento total de los puntos 1. A, 2.c (1, 2 y 3), 3. b (1 y 2) y 3.c.
9. Adicionalmente, se observa que el Estado no ha mostrado avances concretos en el cumplimiento del compromiso referido a los mecanismos que permitan solucionar los problemas de tierras que afectan a las comunidades Indígenas del sector del Alto Bío Bío; los mecanismos para asegurar que las comunidades indígenas sean informadas, escuchadas y consideradas en el seguimiento y control de las obligaciones ambientales del proyecto Central Hidroeléctrica Ralco; los mecanismos vinculantes para todos los órganos del Estado que aseguren la no instalación de futuros megaproyectos, particularmente hidroeléctricos, en tierras indígenas del Alto Bío Bío y las Medidas para satisfacer las demandas particulares de las familias mapuche pehuenche afectadas.
10. Por lo anterior, insta al Estado a continuar avanzado hacia el cumplimiento total de dichos compromisos e insta a las partes a sostener reuniones de trabajo de forma periódica para la implementación de los puntos que no han sido cumplidos totalmente, de manera que se pueda concluir la implementación total de este acuerdo.
11. La CIDH concluye que el acuerdo de solución amistosa se encuentra parcialmente cumplido e insta al Estado a suministrar información sobre las cláusulas 2 (b), 3 (a y d) y 5 del acuerdo de solución amistosa. 
VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso
· El Estado dejó sin efecto las medidas respecto de las causas judiciales que afectaban a dirigentes indígenas que habían sido procesados por acciones relacionadas con la construcción de la Central Hidroeléctrica Ralco.
B. Resultados estructurales del caso

· El Estado ratificó el Convenio Nº 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT).
· El Estado realizó la “Consulta sobre la Institucionalidad Indígena”;
· El Estado realizó 124 talleres a nivel nacional en los que participaron un total de 5.582 dirigentes indígenas; 
· Se constituyó una comisión ad hoc con el fin de proponer un mecanismo e itinerario para realizar sobre el primer eje temático de la consulta, cuyas conclusiones preliminares fueron presentadas a la CONADI el 23 de noviembre de 2011; 
· Se efectuaron más de 74 talleres informativos y reuniones, además de que los Pueblos Indígenas de todo el país se reunieron en un Gran Encuentro Nacional de Pueblos Indígenas, que se realizó en Santiago de Chile del 30 de noviembre de 2011, con la participación de más de 250 representantes de los pueblos indígenas;

· El 22 de noviembre de 2013, el Presidente de la República aprobó el Decreto Supremo No. 66 regulador del proceso de consulta indígena; 

· El Estado creó la Comuna en el sector del Alto Bío, mediante la Ley No. 19.959 del 19 de julio de 2004;
· El Estado compró las tierras de las comunidades Pehuenche, las cuales pertenecían a la Comuna del Alto Bío Bío. Adquirió para la comunidad indígena Butalenbún un predio de 180 hectáreas y para la comunidad Newen Mapu de Malla Malla adquirió un predio de 353,7 hectáreas;
· El Estado compró el Fundo Trapa, con una extensión de 8.000 hectáreas a las comunidades Pewenche de Butalelbún y Kiñe Leche Coyan, ubicadas en el Cajón del Queuco, Alto Bío Bío; y que dicha compra representó una inversión de $1.556.772.000 de pesos chilenos; 
· CONADI adjudicó subsidio a 33 familias del Alto Bío Bío por un monto total de $660.000.000 pesos; 
· Se firmó un Convenio de Colaboración entre la Corporación Nacional e Desarrollo Indígena Regio del Bío Bío y la Secretaria Regional Ministerial para la ejecución del Proyecto “Replanteo Fundo Provenir”, respaldado por la Resolución No. 1505 de 6 de noviembre de 2013;
· CONADI elaboró el “Plan de desarrollo productivo para familias relocalizadas en el fundo El Porvenir y se aprobó una suma de $458.000.000 de pesos para la ejecución de Proyectos de Emprendimiento Extra-Agropecuario de Comunidades Pewenche de la Provincia de Bío Bío; 
· El programa de Desarrollo Territorial Indígena invirtió un total de $347.000.000 en la zona, que se destinaron principalmente a  estructura predial, adquisición de maquinaria agrícola, tecnificación de riego y servicios veterinarios, así como se ha entregado asesoría técnica a pequeños productores indígenas de la comuna;

· Se financiaron proyectos turísticos en las riberas del lago Ralco, que se han promocionado y financiado obras para fortalecer el turismo con fines especiales en la alta cordillera; 

· El programa “Concurso Público para la Implementación de Iniciativas Turísticas año 2013” apoyó tres iniciativas que están aprovechando de manera turística los embalses del Alto Bío Bío en beneficio de comunidades indígenas; 

· Se sortearon y entregaron terrenos en la zona destinada a uso habitacional, agropecuario, desarrollo turístico y manejo forestal; 

· Se entregaron pensiones de gracia y becas de estudio;

· El Estado realizó una mesa técnica de seguimiento de inversión pública en el Área de Desarrollo Indígena del Alto Bío Bío;
· El Estado suscribió un Convenio entre CONAF VIII y las familias ocupantes de territorios ancestrales, para fortalecer la participación de las comunidades indígenas en la administración de la Reserva Forestal Ralco.
� CIDH, Informe Anual 2008, Capitulo II. D Estado de cumplimiento de las recomendaciones, párr. 209.


� CIDH, Informe Anual 2007, Capitulo II. D Estado de cumplimiento de las recomendaciones, párr. 202.


� CIDH, Informe Anual 2007, Capitulo II. D Estado de cumplimiento de las recomendaciones, párr. 202.


� CIDH, Informe Anual 2016, Capitulo II. D Estado de cumplimiento de las recomendaciones.
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